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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de marzo del año 2011, dos mil once. . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 075/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ROMAN ALBERTO ESTRADA MARTÍNEZ, en contra del Agente de Tránsito JOSÉ ULISES RAMÍREZ ANDRADE y del Tesorero Municipal, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la actora impugna el acta de infracción número                T-4130047, de fecha 17 diecisiete de enero del año 2011, dos mil once, cuya existencia se encuentra acreditada con copia simple de la referida acta de infracción que obra en autos de esta causa y con el reconocimiento que hace el Agente de Tránsito en la contestación de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador  de oficio o  a instancia  de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal en su contestación en lo esencial aduce que respecto a él no existe el acto impugnado y que debe sobreseerse el juicio, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en virtud de que el actor le demanda el cobro de la multa y la devolución de la cantidad pagada por ese concepto; luego entonces, si el referido cobro es un acto consecuente del acta de infracción impugnada, resulta improcedente el sobreseimiento del proceso respecto a esta autoridad fiscal. . .  . . .      

Asimismo, el Tesorero Municipal en su contestación en lo esencial aduce que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por el actor, del mismo modo, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, toda vez que, a pesar de que obra en el sumario el recibo oficial número AA*485771 exhibido por la parte actora, en el que se advierte que ya se realizó el pago de la multa impuesta al impetrante por la presunta comisión de la falta administrativa contemplada por el artículo 14, fracción I, inciso B) del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, pero no por ésto, el ciudadano Román Alberto Estrada Martínez, manifiesta su voluntad de estar conforme con los actos que está impugnando en este proceso; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene al actor por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Agente de Tránsito no aduce causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el segundo concepto de impugnación del escrito de demanda, el actor aduce en esencia que la resolución impugnada vulnera en su perjuicio sus garantías de legalidad y seguridad jurídica tuteladas por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con el artículo 137 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, transcribiendo dichos artículos en lo conducente; sigue manifestando, que niega lisa y llanamente haber cometido alguna infracción al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato y en la boleta de infracción que se le notificó se manifiesta que no realizó la verificación vehicular dentro del término para ello; y, de la simple lectura del acto impugnado se advierte, que se omite señalar las razones, motivos o circunstancias especiales en las que se basa para concluir que el caso particular encuadra en el supuesto legal señalado en el texto del acto de molestia, vulnerando con ello en su perjuicio lo establecido por el artículo 16 Constitucional en relación con el artículo 137, fracción VI, del mencionado Código. En tanto que, el Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce en esencia que el concepto de impugnación debe ser declarado infundado, inoperante e insuficiente, en virtud de que en el acta de infracción combatida señala el precepto legal que se considera infringido, así como las circunstancia de tiempo, modo y lugar; que el acta de infracción impugnada, si contiene los siguientes elementos: a).- Preceptos legales aplicables; b).- Relato pormenorizado de los hechos temporales, espaciales  y circunstanciales; y, c).- Argumentación lógica y jurídica que explica con claridad la razón por la cual los preceptos de Ley tienen aplicación al caso concreto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de lo siguiente: 
En principio, cabe precisar que en el acta impugnada se expresa el nombre del Ordenamiento Legal aplicado y presuntamente violado por el justiciable, ya que no se usa la preposición “por” sino que utiliza la preposición “para”, pues el tipo de letra manuscrita y el fotocopiado hace percibir una palabra por otra; en segundo lugar, es cierto que carece una debida fundamentación y motivación; lo anterior es de esta manera, ya que en la especie partimos de la premisa de que el acta de infracción impugnada tiene la presunción de legalidad; presunción juris tantum que admite prueba en contrario, por consiguiente, los hechos descritos en la citada acta como constitutivos de la infracción de tránsito, pueden ser desvirtuados. Sin embargo, es el caso que dicha presunción deja de operar por la negativa lisa y llana de los hechos que configuran la infracción, ya que trae como efectos la reversión de la carga de la prueba al Agente de Tránsito demandado, a quien le corresponderá demostrar la existencia de los hechos que constituyen la comisión de la infracción imputada al actor, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, es el caso que, existe una negativa lisa y llana del actor, de haber cometido alguna falta al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, negativa que trae como consecuencia que deje de operar la presunción de legalidad del acta de infracción a debate y se revierte la carga de la prueba al Agente de Tránsito demandado, a fin de que demuestre los hechos que constituyen la comisión de la infracción imputada al impetrante, ya que dicha negación no envuelve la afirmación expresa de algún hecho. Lo anterior es así, de acuerdo  a las  reglas  de la  carga de la  prueba previstas  en el  artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que dispone: . .  . . . 

“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponderá probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y,

III.- Se desconozca la capacidad.”
Bajo la tesitura de este numeral, en la especie no se actualiza el supuesto jurídico previsto en la fracción I, pues la negación no envuelve ninguna afirmación, de ahí que, la autoridad de tránsito tiene la carga de la prueba, a fin de demostrar que el ciudadano Román Alberto Estrada Martínez, en el vehículo marca Dodge, modelo 2000, color negro, con placas de circulación GKL-83-87, no realizó la verificación de emisiones contaminantes en los meses de agosto y septiembre del año 2010, dos mi diez. Sin embargo, el Agente de Tránsito demandado no ofreció elemento de convicción alguno para demostrar que los hechos que constituyen la conducta desplegada por el actor encuadran en el supuesto jurídico contemplado como falta administrativa en el artículo 14 fracción I inciso b), del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores para el Municipio de León, Guanajuato; ahora bien, si la autoridad de tránsito demandada en dicha acta no describe de manera pormenorizada las circunstancias de hecho ni las causas inmediatas del por qué el justiciable, está constreñido a realizar la verificación del vehículo descrito en supralíneas, en el periodo de los meses de agosto y septiembre del año 2010, dos mil diez, además aunado al hecho de que el Agente de Tránsito dejó de indicar la disposición infringida del Programa de Verificación Vehicular 2010, dos mi diez, pues la autoridad de tránsito únicamente señala el artículo que establece la falta o infracción de carácter administrativo y la sanción administrativa, pero omite indicar el precepto del Programa de Verificación Vehicular respectivo, que establece la numeración de la placas de circulación de los vehículos obligados a la verificación en el periodo señalado; entonces resulta que, esa omisión en el acta combatida aunada al hecho de que en autos no obra elemento de convicción alguno que demuestre fehacientemente que no se realizó la verificación del referido vehículo, por ende, estas circunstancias son insuficientes para determinar la comisión de la falta administrativa reprochada al actor; por tanto, si no se acreditan los hechos constitutivos de la infracción administrativa imputada al actor, jamás se desvirtúa la negativa lisa y llana, con lo que deja de existir la presunción de legalidad del acta de infracción combatida, siendo claro que dicha acta carece de una debida fundamentación y motivación, por lo que incumple con el elemento de validez exigido  en  el artículo  137, fracción  VI,  del  invocado  Código de  Procedimiento y 

Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . 
Por ende, el acta de infracción afectada de nulidad, como acto principal, trae como consecuencia la calificación de la infracción y en su caso el pago de la multa impuesta en ésta, que consta en el recibo oficial número AA *485771, por lo que estos dos últimos actos son de carácter accesorio, en tal virtud, por su origen, no existe impedimento para declarar la nulidad de estos actos consecuentes, en razón de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, el acta de infracción combatida es ilegal, al encontrarse indebidamente fundada y motivada, por no haberse acreditado los hechos imputados al actor, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora; por tal motivo, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; y, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Ordenamiento Legal, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción número T-4130047, de fecha 17 diecisiete de enero del año 2011, dos mil once y de sus actos consecuentes como lo son la calificación de la infracción y el recibo oficial número AA*485771, del día 18 dieciocho del mismo mes y año; por consiguiente, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena al Tesorero Municipal, a  que se haga al actor la devolución de la cantidad de $283.50 (doscientos ochenta y tres pesos 50/100 moneda nacional), pagada por concepto de la multa impuesta, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega de dicha cantidad al actor; término contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio del primer concepto de impugnación expresado en la demanda, toda vez que de ser procedente, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por  lo  expuesto  y además  con  fundamento  en  los  artículos,  206-A  párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción número    T-4130047, de fecha 17 diecisiete de enero del año 2011, dos mil once y de sus actos consecuentes como lo son la calificación de la infracción y el recibo oficial número AA*485771, del día 18 dieciocho del mismo mes y año, por las razones expresas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se condena a la Tesorería Municipal a que haga al actor la devolución de la cantidad de $283.50 (doscientos ochenta y tres pesos 50/100 moneda nacional), pagada por concepto de la multa impuesta, la que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 075/2011-JN. 
